
Resumen
El presente artículo tiene como objetivo discutir, desde una perspectiva socio-antropoló-
gica, los impactos sociales de las políticas de seguridad pública que han sido implementa-
das en distintas favelas de la ciudad de Río de Janeiro desde diciembre de 2008. Tales ini-
ciativas fueron motivadas particularmente por la elección de la ciudad como sede de
importantes eventos internacionales –la Copa del Mundo de 2014 y los Juegos Olímpicos
de 2016–, y son parte de proyectos más amplios de renovación urbana, cuyo objetivo es
preparar a la ciudad para la realización de esos mega-eventos. Con este objetivo, en algu-
nas favelas comenzaron a implementarse las Unidades de Policía Pacificadora (UPP), las
cuales consisten en la ocupación de las barriadas por un contingente policial cuyo objeti-
vo es garantizar la seguridad local y, principalmente, acabar con el crimen violento ligado
al tráfico de drogas ilícitas en esos espacios de vivienda popular. Pretendemos aquí consi-
derar las implicaciones del proceso de implementación de las UPP para los moradores de
esas localidades.
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Abstract
The present article aims at discussing, from a socio anthropological perspective, the social
impact of Public Security policies that are being implemented in various slums in Rio de
Janeiro since December 2008. Such initiatives were particularly motivated by the fact that
Rio de Janeiro was the chosen city to host important international events –the World Cup
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in 2014 and the Olympic Games in 2016–, and they are part of bigger projects in course
for urban renewing in order to get the city ready for those mentioned events. In such way,
the Pacifying Police Units (UPP) have been implanted as a form of occupation of the
slums by a police squad in order to guarantee local security, and mainly to end violent
crime related to illegal drug traffic. Our aim is to consider the implications of such process
of implementing the UPP and how it affects the local inhabitants.

Key words: Slums, urban renewing, public security, big events

Introducción

La elección de Río de Janeiro como sede de la Copa del Mundo de 2014
y de los Juegos Olímpicos de 2016 tuvo como consecuencia inmediata
una serie de propuestas de políticas públicas de renovación urbana que
buscan preparar la ciudad para la realización de esos mega-eventos. Entre
las propuestas presentadas se destacan, en primer lugar, aquellas dirigidas
a la zona oeste de la ciudad, considerando especialmente los barrios Barra
da Tijuca y Jacarepaguá, donde se concentran los proyectos de infraes-
tructura para la realización de dichos eventos. Serán consideradas, ade-
más, la zona sur y la región central de la ciudad. Esas propuestas tienen
como blanco principal sectores de la ciudad considerados estratégicos por
el poder público, tanto desde el punto de vista de su potencial económi-
co como desde su valoración turística. Muchas de esas acciones inciden
directamente sobre espacios de vivienda popular, particularmente las fave-
las, lo cual implica acciones directas del Estado en esas áreas.

En la compleja negociación entre el sector público y el privado respec-
to a la garantía de las inversiones necesarias para la realización de los pro-
yectos de renovación/revitalización urbana para los eventos internaciona-
les antes mencionados, la cuestión de la seguridad pública se volvió fun-
damental. Delante de los crecientes índices de violencia registrados en la
ciudad a lo largo de las últimas décadas –uno de los más altos del mun-
do–, era urgente el enfrentamiento del problema, siendo necesaria, por
tanto, su contemplación en los proyectos propuestos. Antes de
renovar/revitalizar las áreas directamente involucradas con la realización
de estos mega-eventos, era necesario hacerlas seguras. Con ese objetivo, la
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Secretaría de Seguridad Pública del Estado de Río de Janeiro comenzó a
implementar, en algunas favelas de la ciudad, las Unidades de Policía
Pacificadora (UPP).

La implantación de las UPP

Se trata de una forma de ocupación de las favelas por un contingente poli-
cial cuyo objetivo es garantizar la seguridad local y, principalmente, aca-
bar con el crimen violento ligado al tráfico de drogas ilícitas en esos espa-
cios. De acuerdo con la propuesta inicial divulgada por el Gobierno del
Estado, también hace parte del proyecto de las Unidades Pacificadoras la
implantación de servicios y equipamientos urbanos, así como acciones
dirigidas para mejorar las condiciones de salud y educación (aunque esas
acciones todavía no estén siendo implementadas efectivamente).

Para la implantación del proyecto piloto se escogió la favela Santa
Marta, localizada en Botafogo, barrio de la zona sur de la ciudad, donde
se creó la primera UPP en diciembre de 2008. Según datos actuales de la
Secretaría de Seguridad Pública del Estado de Río de Janeiro, Santa Mar-
ta, que tiene actualmente cerca de 6 mil moradores, fue ocupada por un
contingente de 125 policías militares1. Por su parte, esa favela fue el resul-
tado de un proceso de ocupación que data de inicios del siglo XX, cuan-
do fueron instaladas en el sector familias pobres contratadas para trabajar
en la reforma de la iglesia del Colegio Santo Inácio, localizado próximo a
la favela y antiguo propietario del terreno. Poco después de ello comenza-
ron a llegar inmigrantes de origen rural, provenientes en su mayoría del
Vale do Paraíba (interior del Estado de Río de Janeiro), dando origen a la
actual favela2.

No mucho después de la primera acción, en febrero de 2009, fue
implementada la segunda UPP en la Cidade de Deus, localizada en el
barrio Jacarepaguá, zona oeste de la ciudad. Esa localidad se hizo interna-
cionalmente conocida por ser el escenario de la película homónima diri-

1 Para datos sobre las UPP, actualizados por la Secretaría de Seguridad Pública del Estado, ver
http://upprj.com/wp/.

2 Para informaciones sobre las favelas de Río de Janeiro, ver www.favelatemmemoria.com.br/.



gida por Fernando Meirelles en 2002. Allí, a diferencia de Santa Marta,
se trataba de un conjunto de favelas con cerca de 40 mil moradores que
fue ocupada por un contingente de 223 policías. De hecho, Cidade de
Deus ya es reconocida por la municipalidad como un barrio separado de
Jacarepaguá, y cuyo origen fue un conjunto habitacional construido en
los años sesenta por el Gobierno del entonces Estado de Guanabara,
como parte de la política de remoción de las favelas implementada en ese
período. Aunque esté localizada alrededor de barrios “nobles” como Barra
da Tijuca, Cidade de Deus presenta indicadores sociales que se encuen-
tran entre los más críticos de la ciudad.

En el mismo período, la tercera UPP fue implementada en la favela
Jardim Batan, localizada en el barrio Realengo, también en la zona oeste
de la ciudad. Esa fue, hasta el momento, la única UPP implantada en una
región controlada por las milicias armadas3. La favela Jardim Batan cuen-
ta con cerca de 4 mil moradores y fue ocupada por 55 policías. Según
relatos de sus primeros moradores, la región era una antigua hacienda que
comenzó a ser ocupada de forma precaria en los años cincuenta. Entre los
años sesenta y ochenta hubo un crecimiento acelerado de la población y
la instalación de facciones criminales que pasaron a controlar el tráfico de
drogas en la región. En el 2007, una milicia armada invadió la favela y
expulsó a los traficantes, asumiendo el control del territorio hasta la llega-
da de la UPP en 2009.

En junio de 2009 fue implementada la cuarta UPP en las favelas
Babilônia y Chapéu Mangueira, ambas en Leme, barrio contiguo a
Copacabana, también en la zona sur de la ciudad. Las dos localidades tie-
nen en total cerca de 6 mil moradores y fueron ocupadas por 99 policías.
En diciembre de 2009 le tocó el turno a la quinta UPP, implantada en las
favelas Pavão-Pavãozinho y Cantagalo, localizadas entre los barrios de
Copacabana e Ipanema, aún en la zona sur de la ciudad. La población
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3 Las milicias son una suerte de organizaciones paramilitares formadas por ex-policías o policías
“activos”, que “venden” protección a moradores y comerciantes de innumerables favelas de Río de
Janeiro, localizadas en su mayoría en la zona oeste de la ciudad. Ellas actúan a través del uso de la
violencia y la extorsión, rivalizando con los traficantes de drogas por el control del territorio. En
esos espacios controlan la provisión de varios servicios a los moradores, como la venta de gas, el
sistema de transporte privado y la instalación de conexiones clandestinas de televisión a cable.
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total de esas favelas está en torno a los 9 mil moradores, y el área fue ocu-
pada por 195 policías.

En enero de 2010 fue implantada la sexta UPP en las favelas Ladeira
dos Tabajaras y Cabritos, también localizadas en el barrio Copacabana,
una vez más en la zona sur de la ciudad. Las dos favelas, que suman cerca
de 5 mil moradores, fueron ocupadas por 120 policías militares. En
marzo de 2010, por ocasión del Foro Urbano Mundial y del Foro Social
Urbano en Río de Janeiro, se inició la implantación de la séptima UPP en
la favela Morro da Providência, localizada en el área portuaria, en el cen-
tro de la ciudad. Dicha área es considerada estratégica desde el punto de
vista de las políticas de renovación urbana en curso, pues ahí se está rea-
lizando uno de los proyectos más importantes propuestos por el
Municipio con proyección a la Copa del Mundo de 2014 y los Juegos
Olímpicos de 2016: el llamado “Porto Maravilla“4. Tal proyecto pretende
reurbanizar toda la región portuaria, tomando como modelo los proyec-
tos de revitalización implementados en Buenos Aires y Barcelona. El sec-
tor incluye, además del Morro da Providência, los cerros Pedra Lisa y
Moreira Pinto, con un total de población al rededor de 5 mil moradores.
La implantación de la UPP en el Morro da Providência –con 200 policí-
as– merece destacarse porque su historia está directamente ligada al pro-
pio origen de las favelas de Río de Janeiro. Fue ahí que, al finalizar el siglo
XX, nació el Morro da Favela. El nombre original de ese espacio de
vivienda popular se generalizó y pasó a denominar un importante modo
de habitar la ciudad, marcando para siempre su imaginario social.

Después de la zona sur y del centro de la ciudad, el proyecto de
implantación de las UPP finalmente comenzó a avanzar en dirección a la
gran región de la Tijuca, zona norte de la ciudad. A inicios de junio de
2010, la octava UPP fue implantada en el Morro do Borel. Tradicional
favela de la ciudad, Borel constituye el epicentro de un conjunto de otras
localidades como el Morro da Formiga, Morro da Cruz, Casa Branca,
Chacará do Céu, Indiana y Catrambi, que totalizan una población de
cerca de 20 mil moradores. Es una de las favelas más antiguas de la región
de la Grande Tijuca, y comenzó a ser habitada en la década de 1920.

4 Para más detalles del proyecto ver www.portomaravilhario.com.br/.
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Tiene, además, una importante historia de movimientos sociales y de
acción colectiva. Fue la primera favela de la ciudad en crear una asocia-
ción de moradores, la Unión de los Trabajadores Favelados, fundada en
1952, período de implementación de las políticas de remoción de favelas
en Río de Janeiro. La Unión de los Trabajadores Favelados desempeñó un
papel fundamental en la organización de la población de favelas que, a
través de acciones políticas, conquistó el derecho de permanecer en sus
espacios de vivienda.

Todavía en el mes de junio, el Morro do Andaraí, también localizado
en la región de la Grande Tijuca, fue ocupado por la Policía Militar como
preparación para la implantación de la novena UPP. En continuidad con
esta política de “pacificación” de las favelas cariocas, ya hay previsión para
la implantación de más UPP en otras favelas de la ciudad. Hasta finales
de 2010, según previsión del Gobierno del Estado, serán implantadas
otras cinco UPP. La meta es la implantación de 40 unidades hasta el
2014, año de realización de la Copa del Mundo en Brasil.

El proceso de “pacificación”

De acuerdo con el proyecto presentado por el Gobierno del Estado a tra-
vés de su Secretaría de Seguridad Pública, las UPP pretenden ser un
“nuevo modelo de seguridad pública y de vigilancia” que busca promover
la aproximación entre la población y la policía, definida por una “políti-
ca de proximidad” aliada al fortalecimiento de políticas sociales en las
favelas. Las UPP se orientan, según sus formuladores, por los principios
de la policía comunitaria, que tiene como concepto y estrategia la alianza
de la población con las instituciones en el área de seguridad pública. De
acuerdo con el Secretario de Seguridad Pública de Río de Janeiro, José
Mariano Beltrame, la “misión” de las UPP es “recuperar territorios empo-
brecidos dominados hace décadas por traficantes y por las milicias arma-
das”, y “llevar la paz a las comunidades”5.

5 Para más informaciones, ver http://upprj.com/wp/.



Esa declaración nos remite a un aspecto importante presente en la pro-
puesta de implantación de las UPP en las favelas cariocas. El énfasis en la
idea de “pacificación”, explícita en el propio nombre del proyecto, nos
lleva necesariamente a pensar en su sentido contrario expresado en la
metáfora de la “guerra al crimen”, como bien nos ha llamado la atención
Machado da Silva (2010). Tal énfasis denuncia la estrategia de “combate”
al tráfico de drogas y a las facciones criminales que orientó el patrón de
abordaje policial en esos espacios de favela, intensificado en las últimas
décadas con consecuencias desastrosas para sus moradores. La pretensión,
en este sentido, es llevar la “paz” a los territorios antes dominados por la
“guerra”, en la cual la policía siempre tuvo participación activa. No obs-
tante, lejos de ofrecer una respuesta al problema, ese patrón violento pro-
dujo una reacción cada vez mayor por parte de los grupos criminales,
reacción que se expresó en una verdadera carrera armamentista. Tal acti-
tud acabó generando un clima de desconfianza y miedo generalizado que
pasó a caracterizar no solamente las relaciones entre los moradores de esas
localidades, sino que acabó por capturar a la ciudad como un todo.

Es preciso, además, llamar la atención al hecho de que la actuación
policial, sobretodo en los espacios de favelas y barrios de periferia, ha sido
históricamente caracterizada por el uso de la violencia, el abuso de auto-
ridad y el irrespeto a los moradores. Siempre fue común en esos espacios
la invasión de resistencias sin mandato judicial en busca de sospechosos
eventuales, muchas veces considerados “potenciales bandidos”. En esas
incursiones, a los moradores de esos espacios de vivienda popular no se les
reconocía la condición de ciudadanos de derecho, sino, contrariamente,
se los trataba como “elementos” o “marginales”, expresiones muchas veces
utilizadas por los policías para referirse a esos moradores. Particularmente
sobre la población más joven, siempre recayó con mayor vigor el peso de
esa forma de discriminación social que los estigmatizaba como delincuen-
tes potenciales (Silva, 1998). Además, los violentos interrogatorios y hasta
la tortura fueron comunes, así como la corrupción practicada por los
agentes policiales que actúan en las favelas a través de la relación de extor-
sión y la “venta de protección” al tráfico, que mucho colaboró al senti-
miento de desconfianza en relación a la presencia de la policía en esos
espacios (Oliveira & Carvalho, 1993; Misse, 1997).
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Esa práctica violenta reforzó, durante mucho tiempo, la percepción
negativa de la policía por parte de los moradores de favelas. Sus críticas a la
actuación de esos agentes se debían al hecho de siempre ser identificados
como víctimas preferentes de la acción policial. Sin embargo, la representa-
ción de las poblaciones pobres y los moradores de favelas como “potencia-
les bandidos” no era privilegio de la policía. Esta es una idea corriente en el
sentido común y remite a la propia representación social que se tiene de esos
espacios de vivienda popular, siempre caracterizados por la negación de la
“ciudad formal” y, sobretodo, como espacios destituidos de cualquier orden
moral, siendo sus moradores permanentemente criminalizados por eso. En
este sentido, recae sobre esos espacios, particularmente sobre las favelas, una
representación que perpetúa una serie de preconceptos y estereotipos res-
pecto de los sectores populares en nuestra sociedad.

Los intentos anteriores de establecer patrones de relación entre la poli-
cía y los moradores a través de la implantación de unidades o puestos
policiales en las favelas –como el Puesto de Vigilancia Comunitario o el
Grupo de Vigilancia en Áreas Especiales/Gpae6– no consiguieron revertir
ese patrón de actuación, por lo que se ha mantenido esa percepción nega-
tiva por parte de los moradores. Por lo tanto, el proceso de “pacificación”
de esos territorios estará condicionado a la continuidad del patrón de
interacción que está siendo propuesto por medio de las UPP y sus desdo-
blamientos futuros.

La repercusión y el impacto social de las UPP

Los resultados de esa política aún tendrán que ser acompañados y debi-
damente evaluados para que pueda venir a consolidarse como una forma
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6 El Puesto de Vigilancia Comunitario (PPC, por sus siglas en portugués) es una unidad básica
de apoyo de la Policía Militar que reúne cerca de 5 policías, los cuales pueden estar localizados
en barrios periféricos y favelas o en distritos de los municipios donde se localizan las sedes de los
batallones. Las Agrupaciones de Vigilancia en Áreas Especiales (Gpae, por sus siglas en portu-
gués) son unidades un poco más grandes, que reúnen de 5 a 15 policías, localizadas en áreas con-
sideradas “especiales”. Ambas experiencias fueron intentos de implementación de políticas de
proximidad de la policía en favelas cariocas a lo largo de las décadas del ochenta y del noventa.



de intervención que presente resultados considerados positivos. Sin
embargo, la repercusión del proceso de implantación de las UPP fue
inmediata. El debate que le siguió en la prensa evidenció la reacción de
los actores involucrados. El noticiero trató de hacer alarde de los prime-
ros resultados, elogiando eufóricamente a las UPP. También se llamó la
atención al clima de “seguridad” y “tranquilidad” que pasó a existir en esas
favelas tras el fin de la presencia ostensiva de los traficantes fuertemente
armados, situación que ya se había vuelto una especie de “carta de presen-
tación” de las favelas cariocas.

La repercusión internacional también fue enorme y ya atrajo visitan-
tes ilustres a esas favelas, como el Secretario de Vivienda y Desarrollo Ur-
bano de Estados Unidos, Shaun Donovan, el Embajador americano en el
Brasil, Thomas Shannon, y el Cónsul General de los Estados Unidos,
Dennis Hearne, que en marzo de 2009 visitaron el Morro Santa Marta.
También pasaron por ahí, recientemente, el Ministro de Seguridad Pú-
blica de Israel, Yitzak Aharonovitz, y dos jóvenes estudiantes de la Escuela
de Políticas Públicas de la Universidad de Harvard, Ben Supple y
Matthew Homer, curiosos por conocer la “innovadora” política de con-
trol de violencia y represión al tráfico en las favelas de Río de Janeiro.
Además de los representantes políticos y de los académicos de Harvard, la
favela Santa Marta también se ha popularizado por las visitas ilustres de
estrellas pop como Madonna, Alicia Keys, Beyoncé y el actor Hugh
Jackman, además de diversos artistas nacionales, solamente para citar
algunos ejemplos.

Toda esa repercusión también ha atraído cada vez más visitantes a las
favelas cariocas en las que ya ha sido implantado el proyecto de las UPP.
De hecho, esos espacios de vivienda popular han comenzado a ser parte
de la ruta turística “oficial” de la ciudad. También han sido divulgadas
encuestas de opinión indicando una gran aceptación de las UPP tanto por
parte de la población local como de la sociedad carioca en general. Según
datos divulgados en la prensa por la Secretaría de Seguridad Pública, hubo
un aumento del 40% en la asistencia escolar en las áreas ocupadas, y el
precio de los inmuebles en esas regiones aumentó en 400% (O Globo, 30
de mayo 2010). Así mismo, según la misma fuente, los índices de violen-
cia y criminalidad en la ciudad han caído significativamente. De acuerdo
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con los datos divulgados en noviembre de 2009 por el Instituto de
Seguridad Pública, el índice de homicidio doloso en la zona sur fue un
77% menor que en todas las otras regiones de la ciudad, teniendo como
una de sus principales pruebas, precisamente, la implantación de las UPP
en las favelas de la región. Así, parece haber claras señales de que esa
puede ser una política pública que traiga buenos resultados y que a me-
diano y largo plazo tenga consecuencias benéficas para la población de la
ciudad como un todo. Esas siempre son noticias bienvenidas, que alimen-
tan la expectativa de que esa nueva realidad pueda extenderse a otras
regiones de la ciudad, transformando, quien sabe, la representación histó-
ricamente construida de la “ciudad partida”7. 

De hecho, las primeras visitas hechas a algunas favelas poco después
de la implantación de las UPP constataron, entre la mayoría de los mora-
dores, un sentimiento de “alivio” experimentado por el fin de la opresión
atribuida a la forzosa convivencia con la violencia cotidiana generada por
la presencia del tráfico de drogas. También percibimos una disminución
significativa del miedo y la inseguridad que caracterizaban particularmen-
te esos espacios y que se reflejaban por toda la ciudad. Sin embargo, las
opiniones entre los moradores se dividen entre aquellos que apoyan las
UPP, reconociendo una relativa seguridad local atribuida a la ausencia
visible de los traficantes con sus armas, y aquellos que desconfían, sobre
todo, de la permanencia y continuidad de esta situación, ya que esos espa-
cios de vivienda popular, por su vulnerabilidad estructural, siempre se han
constituido en escenarios privilegiados para la implementación de innú-
meros proyectos políticos que muchas veces se agotan con las elecciones
o con el cambio de gobierno. Así mismo, y tal vez ésa sea la percepción
más significativa en ese contexto, las personas se quejan de su nula parti-
cipación en la toma de decisiones acerca de sus propios locales de vivien-
da, aunque pocos se manifiestan abiertamente al respecto.

Un año después de la implantación de las primeras UPP, los mismos
sectores de inteligencia de las policías civil y militar reconocen un proce-
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7 El término está tomado del libro “Cidade Partida”, del periodista Zuenir Ventura, publicado en
1994, donde el autor relata la experiencia de convivencia, durante nueve meses, en la Favela de
Vigário Geral, en la zona norte de la ciudad, tristemente conocida por la matanza de 21 perso-
nas en agosto de1993.



Vivienda popular y seguridad pública

153

so de “migración“ de traficantes de las favelas ocupadas por la policía,
localizadas en la zona sur de la ciudad, a otras favelas, principalmente ha-
cia el Complexo de Favelas do Alemão, en la zona norte de la ciudad, ade-
más de São Gonçalo y otros municipios de la Baixada Fluminenese, en la
Región Metropolitana de Río de Janeiro. Son las propias autoridades del
área de seguridad pública quienes identifican y describen esa estrategia de
desplazamiento de las actividades criminales. Según la Secretaría de Se-
guridad Pública, aunque reciban refugio en esas favelas, esos traficantes
no son incluidos en las actividades del tráfico local, pasando a cometer
otros crímenes en esas regiones como asaltos y secuestros. Igualmente, la
anticipación de un plan de implantación de una UPP en la favela Ro-
cinha, localizada en São Conrado, otro barrio noble de la zona sur de Río,
habría provocado la “migración” de los traficantes locales y la transferen-
cia de armas y municiones pesadas para favelas todavía no ocupadas por
la policía, agudizando la disputa por el control de esos territorios (O
Globo, 24 de enero 2010).

De acuerdo con la cúpula de la Secretaría de Seguridad Pública, para
hacer frente al proyecto de implantación de las UPP en las favelas de la
zona sur, las dos principales facciones criminales que controlan el tráfico
de drogas en la ciudad habrían ensayado una alianza, sellando una espe-
cie de “pacto de no agresión”, del cual participaron cerca de 45 favelas de
la Región Metropolitana de Río de Janeiro. Tal “pacto” habría sido hecho
en la favela Grota, en el Complexo do Alemão, contando con la presen-
cia de los más importantes representantes activos del tráfico en la ciudad
(O Globo, 20 de abril 2010). Aunque no se pueda afirmar que esa estra-
tegia de los traficantes tendrá éxito, parece haber indicaciones claras de
que esa región, así como otras áreas de la periferia de la ciudad no con-
templadas con proyectos de revitalización urbana e implantación de UPP,
estarían concentrando el tráfico que está siendo expulsado principalmen-
te de las favelas de la zona sur.

Junto a todo ese desplazamiento de las actividades criminales y del trá-
fico en la ciudad, el miedo y el sentimiento de inseguridad también pare-
cen estar desplazándose y concentrándose en esas regiones. En la madru-
gada del sábado 9 de enero de 2010, el terror se esparcía por la zona norte
de la ciudad, con un saldo de cuatro muertos, víctimas de balas perdidas
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durante una confrontación entre policías del Tercer Batallón de la Policía
Militar y bandidos que se preparaban a invadir el Morro da Serrinha, en
Madureira (O Globo, 11 de enero 2010). También las favelas del Com-
plexo da Maré continúan siendo palco de sangrientos enfrentamientos
envolviendo traficantes rivales y la policía. El último 11 de junio, dos mo-
radores fueron asesinados y cuatro fueron heridos, entre ellos un niño de
cinco años, alcanzado por un tiro de fusil, cuando policías entraron dis-
parando en la favela detrás de supuestos traficantes (O Globo, 12 de junio
de 2010). Eso solamente para citar un hecho reciente.

Además, el Complexo da Maré, que está formado por 16 favelas, con
un total de 130 mil moradores, tiene uno de los peores indicadores de
violencia de la ciudad. Según la misma Secretaría de Seguridad Pública,
mientras en el período de un año (2008-2009) los indicadores de violen-
cia del municipio quedaron prácticamente estables, los del Complexo da
Maré aumentaron en 11 puntos. Datos del Sistema de indicadores Rio
Como Vamos mostraron que los índices en el área de educación y salud
también llaman la atención8. En el 2008, el porcentaje de evasión escolar
de la enseñanza secundaria en Maré y en Ramos (barrio contiguo que
abriga la mayor parte de las escuelas que atienden las favelas de la región)
llegó a 26,68% (contra 19,23% del promedio municipal). También el
índice de reprobación en las escuelas de la región quedó en 31,62% (con-
tra 30,15% del promedio de la ciudad). En el mismo período, el núme-
ro de alumnos con más de dos años de retraso llega al 80% en la región
(O Globo, 29 de mayo 2010). En el área de salud, el cuadro no es muy
diferente. En el 2008, el índice de mortalidad infantil en la región fue de
16,12/mil (contra 13,64/mil del promedio del municipio de Río); el
número de madres adolescentes fue de 24,02% (contra 17,28%); la hos-
pitalización por diarrea aguda fue de 31,35/mil (contra 14,77/mil); y la
muerte juvenil masculina, por todas las causas, fue de 365,22/100 mil

8 Inspirado en Bogotá Como Vamos, creado hace diez años en la capital colombiana, Rio Como
Vamos es una iniciativa no partidaria que monitorea la gestión municipal de la ciudad de Rio de
Janeiro a través de indicadores de áreas como salud, educación, seguridad pública, transporte,
vivienda, trabajo y medio ambiente con el objetivo de identificar las desigualdades y orientar la
implementación de políticas públicas prioritarias. Para más informaciones ver http://www.rioco-
movamos.org.br/.



(contra 206,72/100 mil del municipio) (O Globo, 29 de mayo 2010).
En esas regiones, la contrapartida del Estado en relación a ese estado

de cosas todavía parece ir en la dirección contraria a las medidas de “paci-
ficación” adoptadas en las favelas de las regiones más nobles de la ciudad.
La respuesta de la Secretaría de Seguridad Pública fue el anuncio, a ini-
cios del mes de mayo, de transferencia de la sede del Batallón de Ope-
raciones Especiales (Bope, por sus siglas en portugués), la “tropa élite” de
la Policía Militar, y del Grupo Aeromarítimo (GAM, por sus siglas en
portugués) a esa región hasta finales del 2010. La nueva sede será instala-
da en un antiguo Cuartel del Ejército en el barrio Ramos, en el entorno
del Complexo de Favelas da Maré. La justificación de las autoridades de
Seguridad Pública para esa transferencia es que, de esa forma, la Policía
Militar “estará más cerca a las áreas conflagradas, agilizando la atención,
caso sea necesario” (O Globo, 29 de mayo 2010).

La Policía Civil también anunció nuevas medidas para “cerrar el cerco”
a los traficantes en la zona norte de la ciudad. Denominada “Operación
Buitre”, una acción fue iniciada a inicios de mayo de este año, teniendo
como blanco los traficantes que “migraron” de las favelas de la zona sur,
ocupadas por las UPP, concentrando sus actividades criminales en la
región del Complexo do Alemão y su entorno. Según el delegado de la
Policía Civil responsable por la “operación”, cerca de 200 policías de siete
unidades especializadas, además de la Coordinación de Operaciones y
Recursos Especiales (Core, por sus siglas en portugués), montarán “un
cinturón de seguridad” en barrios próximos a esos complejos, área que ya
está siendo llamada por los medios como “Franja de Gaza carioca”, donde
los robos de vehículos y los asaltos a peatones aumentaron significativa-
mente en los últimos meses (O Globo, 4 de mayo 2010). En la misma oca-
sión, la Secretaría de Seguridad Pública también anunció que, además de
la nueva sede del Bope en Ramos, la Core y la Academia de Policía podrí-
an ser transferidos para el barrio Guadalupe, también en la zona norte de
la ciudad. De acuerdo con las informaciones divulgadas, las dos unidades
de la Policía Civil ocuparían otro antiguo cuartel del Ejército, al lado de
la Avenida Brasil, principal vía de acceso a la región y una de las más
importantes vías de circulación diaria de la ciudad. Otra medida en mar-
cha es la instalación de la Ciudad de la Policía Civil cerca de Jacarezinho,
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otro complejo de favelas de la región. El Comandante del Bope afirmó
que la nueva localización del Batallón “dará más seguridad a quien pasa
por la Avenida Brasil, Linha Vermelha y Linha Amarela”, las vías rápidas
más importantes de la ciudad, “contribuyendo además en el control de la
criminalidad durante la realización de la Copa del Mundo” (O Globo, 4
de mayo 2010).

Levantando algunas cuestiones

Es verdad que cualquier evaluación más conclusiva sobre las consecuen-
cias del proceso de implantación de las UPP en las favelas de Río sería
prematura. Esa es una política pública, todavía en fase inicial, que se pre-
senta como una apuesta en otra forma de control de la violencia y de la
criminalidad a través de un nuevo patrón de actuación de la policía en
esos espacios de vivienda popular. Es cierto, además, que la política de
seguridad pública de las UPP, basada en el modelo de policía comunita-
ria y en la definición de metas de reducción de la criminalidad, ha presen-
tado avances innegables, disminuyendo considerablemente el sentimien-
to de miedo e inseguridad no solo entre los moradores de esas localida-
des, sino entre la población urbana de una manera general. Y la simple
disminución del miedo ya es bastante importante en esos contextos en la
medida en que puede alterar significativamente el cuadro de relaciones
sociales y políticas en el contexto urbano (Machado da Silva, 2010). Sin
duda eso puede hacer posible inclusive la reconstrucción de las represen-
taciones sociales sobre esos espacios de vivienda popular, vistos con tanta
desconfianza y fuertemente estigmatizados por la sociedad más amplia.
De todas formas, la desigualdad todavía parece permanecer como marca
definidora en lo que respecta a los modos de habitar la ciudad.

También es cierto que los hechos que describimos aquí no pueden ser
considerados aisladamente, fuera del contexto más amplio de implemen-
tación de políticas públicas de renovación urbana con el objetivo de rea-
lizar la Copa del Mundo en 2014 y los Juegos Olímpicos en 2016. A par-
tir de ello, sin embargo, algunas cuestiones pueden ser levantadas. En pri-
mer lugar, aunque la expectativa sea que esa política pública pueda, a
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largo plazo, contribuir efectivamente en la reducción de las desigualdades
presentes en los procedimientos de conservación del orden público, es
interesante observar que, mientras en las regiones más nobles de la ciudad
(incluyendo la zona sur y la Região da Grande Tijuca) se adoptó el con-
trol pacífico del tráfico y de la violencia, en la zona norte y en la periferia
el patrón permaneció siendo el control represivo de esas acciones. Eso
queda claro a través de la estrategia adoptada por las fuerzas policiales al
instalar la sede de sus “unidades de operaciones especiales” en esa región.
En ese sentido, el efecto del proceso de implantación de las UPP puede
ser contrario al esperado, reforzando el histórico proceso de dualización
de la ciudad (Machado da Silva, 2010) en la medida en que acabará por
valorizar cada vez más áreas que ya son extremadamente valorizadas desde
el punto de vista de la calidad de vida y del acceso a servicios y equipa-
mientos urbanos (y ahora desde el punto de vista de la seguridad públi-
ca), en detrimento de otras áreas que parecen concentrar todos los proble-
mas de la vida urbana (precariedad con respecto a los servicios y equipa-
mientos públicos, transportes, salud, educación, etc.) ahora potenciados
por la presencia ostensiva de los traficantes y por la policía, que actúa a
partir de un patrón de control represivo del orden público.

De esa manera, consideramos que todavía no es posible una evalua-
ción más definitiva de los resultados y consecuencias de la implantación
de las UPP (Unidad de Policía Pacificadora), en las favelas de la ciudad de
Río de Janeiro, en la medida en que esa es un política pública que toda-
vía está en proceso de consolidación. Hasta el momento, lo que podemos
decir es que los primeros resultados apuntan en dos direcciones: la prime-
ra, bastante positiva, sería la sensación de seguridad que, más allá de las
regiones efectivamente contempladas en las UPP, se extendió por toda la
ciudad, haciendo que las interacciones sociales sean menos tensas, más
allá de la caída de algunos indices de violencia en esas regiones. La segun-
da, aunque en las regiones no contempladas por esta política pública tam-
bién se ha compartido ese sentimiento de mayor seguridad, los problemas
persisten y, en algunos casos, se acentuaron, ya que la presencia de trafi-
cantes continúa aumentando cada día y el violento control social por
parte del aparato policial continua siendo el patrón. Además, hasta el
momento, esas áreas no se han beneficiado de ninguna otra política social
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que acompañaría a las UPP, particularmente en las áreas de la salud, la
educación y la infraestructura básica. En este sentido lo que podemos
decir, hasta ahora, es que la implantación de las UPP está beneficiando
solamente a un determinado segmento de la población de la ciudad, en
detrimento de otras, favoreciendo, por lo tanto, los procesos de segrega-
ción socioespacial. 

Desde esta perspectiva, los procesos de renovación urbana en curso
–de los cuales las UPP son una etapa fundamental– no aparecen propia-
mente como novedad. Por el contrario, parecen reeditar la misma lógica
de criminalización de los “territorios de la pobreza”. En lo que concierne
a las formas de vivienda popular, el proceso de implantación de las UPP
parece expresar, de forma elocuente, los supuestos de los grandes proyec-
tos de transformación por los que la ciudad de Río de Janeiro ha pasado
a lo largo de su historia urbana. Desde finales del siglo XX, la cuestión de
la vivienda popular comenzó a presentarse como un desafío a ser enfren-
tado por el poder público. Antes del surgimiento de la favela en el espa-
cio urbano, las viviendas colectivas o “cortiços”, como modo, por excelen-
cia, de vivienda de las clases populares, ya eran identificadas como luga-
res insalubres, “fuentes de enfermedad y vicio”, “antros de delincuencia y
de crimen” y como una permanente amenaza al orden social y moral. Su
población, compuesta esencialmente por trabajadores pobres y esclavos
libertos, era identificada como “clase peligrosa” que, por todos esos moti-
vos, debería ser alejada de las áreas nobles de la ciudad. Esa forma de
representación se relacionaba no solamente a la amenaza que esa pobla-
ción ofrecía a la conservación del orden público, sino que se relacionaba
directamente al peligro de contagio, tanto desde el punto de vista de los
“malos hábitos y costumbres”, como en el sentido de propagación de
enfermedades infecciosas y epidemias, en función de la insalubridad de
sus formas de vivienda. Surge, así, la ideología del higienismo, que pasó a
orientar fuertemente las acciones del Estado a partir de ese período
(Chalhoub, 1996; Cunha, 2006).

Esa percepción se acentúa cuando, a inicios del siglo XX, más precisa-
mente en 1902, Rodrigues Alves asumió la Presidencia de la República y
dio inicio a un vasto programa de obras públicas que se concentraban en
la remodelación urbanística y en el saneamiento de la ciudad de Río de
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Janeiro. Para ejecutar la reforma urbana, el gobierno nombró al alcalde
Pereira Passos, que se asoció al médico sanitarista Oswaldo Cruz, respon-
sable de implementar la reforma sanitaria de la ciudad. En ese período,
Pereira Passos intensificó el combate a las viviendas populares representa-
das por los cortiços, desencadenando contra ellos una verdadera “guerra”
–que quedó conocida como “o bota-abaixo” o “la era de las demolicio-
nes”–, cuyo objetivo era “sanear” y “civilizar” la ciudad, erradicando esas
formas de vivienda popular del espacio urbano. Son muchos los trabajos
que indican una ligación directa entre la ocupación de los cerros y la des-
trucción de los cortiços del área central de la ciudad (Rocha, 1985; Ben-
chimol, 1990; Vaz, 1986; Chalhoub, 1996; Cunha, 2005 y 2006).

A finales de la década de 1920, se acentuó la crisis de vivienda y se
intensificó la expansión de las favelas en la ciudad, lo que dio más peso a
su representación como un “problema social” a ser solucionado. Delante
de ese cuadro, se intensificaron también las propuestas de políticas públi-
cas proyectando su erradicación. En ese período, fue solicitado al urbanis-
ta francés Alfred Agache un plan de “remodelación, extensión y embelle-
cimiento” de la ciudad de Río de Janeiro, el cual incluía una parte sobre
las favelas. Definiéndolas como una especie de “formación espontánea
desarrollada en lo alto de los cerros” y compuesta por una población
“adversa a toda y cualquier regla de higiene”, el plan recomendaba la cons-
trucción de “villas-jardines operarias” a donde sus moradores deberían ser
transferidos. Se sugería, además, la prohibición de toda y cualquier “cons-
trucción estable” en las favelas. En esta perspectiva, las favelas representa-
ban un serio problema a la estructura urbana de la ciudad “desde el punto
de vista del orden social, de la seguridad, de la higiene, sin hablar de la
estética” (Zylberberg, 1992; Cunha, 2006).

A pesar de lo dicho, las políticas públicas de remoción de favelas solo
comenzaron a ser implementadas a partir de la década de 1940, adquirien-
do impulso entre las décadas de 1960 y 1970. Surgieron, en ese período,
una serie de órganos en la administración pública del Estado encargados
de pensar en acciones para las favelas, así como instituciones religiosas y
benéficas que intensificaron su actuación en esos espacios. A partir de ahí,
las políticas de remoción fueron aplicadas por medio de la creación de par-
ques proletarios, centros de vivienda provisional y conjuntos habitaciona-
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les como Cidade de Deus, hacia donde fueron removidos los moradores
de las favelas Morro do Pasmado, da Praia do Pinto, da Catacumba y do
Esqueleto, todas localizadas en la zona sur de la ciudad, las cuales desapa-
recieron definitivamente del mapa (Valladares, 2005; Cunha, 2006).

La separación de las poblaciones más pobres de las áreas nobles de la
ciudad permanece como un fantasma que acecha permanentemente.
Aunque lo que parece estar en cuestión esta vez, desde el punto de vista
de esa política de gobierno, no sea propiamente la remoción de esas
poblaciones, esa separación puede darse como una especie de efecto no
esperado o “indeseado” de la implantación de las UPP. La “pacificación”
de las favelas ha hecho posible la implantación de proyectos de regulari-
zación agraria de los espacios de vivienda popular, los cuales, a su vez,
traen la posibilidad de transformación de las favelas localizadas en las
regiones nobles de la ciudad a través de procesos de gentrificación9. Eso
traería, de hecho, la consolidación de la “ciudad partida”, al contrario de
la búsqueda de su integración. Sin embargo, la oportunidad de realización
de eventos que proyectan la ciudad internacionalmente, así como de
implementación de políticas de renovación urbana de tamaña importan-
cia, deberían servir para enfrentar y reducir las enormes desigualdades que
todavía existen entre sus distintas regiones y sus respectivas poblaciones
en lo que concierne a la proposición de políticas públicas de modo gene-
ral (educación, salud, seguridad pública, etcétera).

Por último, para efecto de la implementación de esas políticas, es
importante observar que la ciudad está dividida en cinco áreas de planifi-
cación (AP), cada una englobando un determinado número de regiones
administrativas (RA). Ellas son: AP1 (centro y adyacencias), con un total
de 268.260 habitantes, AP2 (zona sur y la Região da Tijuca), con 997.478
habitantes, AP3 (Suburbio-Leolpoldina), con 2’353.590 habitantes, AP4
(Suburbio y parte de la zona oeste), con 682.051 habitantes, y AP5
(Suburbio y parte extrema de la zona oeste), con 1’556.505 habitantes10.
Solamente para tener una noción de la grandeza, si consideramos el total

9 Del inglés gentrification: elitización, aburguesamiento. Nota del traductor.
10 Datos proporcionados por el Instituto Municipal Pereira Passos/IPP, recolectados del Censo

2000. Ver también http://www.jorgedasilva.blog.br/ y http://www.jorgedasilva.com.br/.



de habitantes de la AP1, la AP2 y la AP4 (1’948.789) –parcela de la
población que será efectivamente beneficiada con tales proyectos–, en
relación al total de habitantes de las AP3 y AP5 (3’910.095), podemos ver
que menos de la mitad de la población total de la ciudad se estará bene-
ficiando de tales políticas públicas. Y si consideramos la relación entre el
monto de inversiones propuestos y su distribución en la relación total de
la población de la ciudad, el cuadro de las desigualdades queda todavía
más crítico en la medida en que los proyectos se concentran fundamen-
talmente en la región del centro de la ciudad (zona portuaria), en la zona
sur y en la zona oeste de la ciudad, particularmente en la Barra da Tijuca
y en Jacarepaguá, también consideradas áreas nobles de la ciudad por con-
centrar una población de alto poder adquisitivo.
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